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LA ESPAÑA DEMOCRÁTICA

A) LA TRANSICIÓN Y LA CONSTITUCIÓN DE 1978

1) La sucesión y el gobierno de Arias Navarro.
El 20-XI-1975 se producía el fallecimiento de Franco. El problema de la continuidad del régimen franquista estaba ligado a la cuestión sucesoria. La Ley de Sucesión a la Jefatura del Estado de 1947 preveía la constitución de un Consejo de Regencia, que debería estar integrado por tres personas que asumirían de manera provisional la máxima autoridad del Estado, en tanto se proclamaba al sucesor ( Juan Carlos, quien había sido elegido y ratificado por las Cortes en 1969. 

Simultáneamente se fueron configurando tres posibles líneas de actuación política:

1. Rupturista, integrada por la oposición democrática.

2. Reformista, formada por los sectores más liberales del régimen, partidaria de una apertura controlada.

3. Inmovilista, integrada por la mayor parte de los cargos civiles y militares, que se resistían a ser desalojados de sus posiciones.

La descomposición del régimen mercó el punto de arranque para la aparición de viejas tensiones en el seno del Partido Único: el carlismo se había escindido en dos:

· Tradicionalistas, representa la ultraderecha del partido que había aceptado la sumisión a los valores preconizados por Franco.

· Revisionistas, consideraban la unificación de 1937 como una traición al carlismo ( aproximación a la izquierda.
Se produjeron enfrentamientos entre los falangistas y los tecnócratas del Opus Dei.

La Iglesia se había distanciado de los postulados totalitarios a partir de los años setenta. El pontificado de Juan XXIII y las directrices del Concilio Vaticano II, habían influido en el clero, que debía mantenerse al margen de la colaboración con regímenes autoritarios, no se había visto con buenos ojos el derecho de presentación. Existía, por otra parte, una tendencia política demócratacristiana que operaba en el exilio ( sector en el seno de la Iglesia no complaciente con el régimen, que llegó incluso a calar en algunos miembros de la jerarquía eclesiástica.

La oposición política estaba dividida, por un lado se encontraba la oposición exterior, fundamentalmente comunistas, socialistas, demócratas cristianos y nacionalistas; por otra parte se habían infiltrado en la propia estructura del régimen activistas comunistas que habían creado un sindicato que empleaba los cauces que permitía el régimen: CCOO.

La oposición que actuaba desde el exterior se había agrupado en torno a dos grupos:
· Junta Democrática, creada el 30-VI-1974, secundada por el PCE y algunos hombres de negocios con acceso al círculo de don Juan de Borbón.
· Plataforma de Convergencia Democrática, creada en junio de 1975, integrada por socialistas, liberales y demócrata cristianos. Su posición era más moderada y buscaba una línea de acción común con los aperturistas del régimen.

Ambas organizaciones se unieron en la Platajunta el 26-III-1976 en  torno a unos objetivos comunes:

· Liberación de los presos políticos y regreso de los exiliados.

· Restablecimiento de los derechos humanos y las libertades políticas.

· Recuperación de los derechos autonómicos de las distintas regiones y nacionalidades del Estado.

· Ruptura democrática, mediante la apertura de un periodo constituyente.

A principios de 1976 la presión popular iba en aumento, produciéndose en enero una oleada de huelgas de carácter político y laboral. Al mismo tiempo, se dejaban sentir los efectos de la crisis energética mundial.

Arias Navarro había sustituido a Carrero Blanco en la presidencia del gobierno y mantuvo este cargo en el primer gobierno de la monarquía, en el que incluyó a personalidades vinculadas a la política reformista: Areilza, Fraga, Alfonso Osorio y Suárez (Secretaria General del Movimiento) ( creación de una Comisión Mixta que emprendiese la reforma de las leyes fundamentales, que daría lugar a un anteproyecto regulador de los derechos de reunión y manifestación, así como a un borrador de la Ley de Asociaciones Políticas.

El gobierno, sin embargo, fracasaría en la tarea emprendida a causa de la incapacidad de Arias Navarro para dirigir el impulso renovador. La tensa situación social vivida en la calle por la impaciencia ante la falta de resultados prácticos a consecuencia de las tibias medidas anunciadas ( Arias Navarro, conminado por el rey, presentaba su dimisión que era rápidamente aceptada (2-VII-1976).

2) El gobierno de Suárez y el inicio de la reforma política.

La designación, el 4-VII-1976, de Adolfo Suárez como nuevo presidente de gobierno, provocó una gran sorpresa. La mayoría de los observadores políticos pensaban en Areilza o Fraga, representantes de la derecha civilizada. Suárez era un hombre poco conocido en la política.

Junto a algunos miembros del gobierno anterior, aparecían caras nuevas: Marcelino Oreja, Landelino Lavilla y Abril Martorell. Se procedió de inmediato a impulsar la reforma política: se concedió una amnistía para los delitos políticos (julio), reunió a la cúpula militar para dar a conocer al ejército las bases de su programa.

La Ley de Reforma Política establecía las líneas generales para la creación de unas Cortes Constituyentes, elegidas por sufragio universal, para lo cual era necesario reformar la Ley de Asociaciones para dar cabida a todos los partidos ( aprobada por las Cortes franquistas el 19-IX-1976, y luego refrendada por la sociedad el 15-XII-1976.

En esta situación se constituyeron un gran número de partidos de distinto signo, entre ellos el PCE, que sería legalizado el 10-IV-1977, poco antes de las elecciones generales constituyentes, que celebradas a mediados de junio, daban una amplia mayoría al gobierno.

El 13-VII-1977 se iniciaban las sesiones de Cortes, que contaban con una amplia representación de la oposición política (PSOE, 118 escaños; PCE, 20 escaños; PDC, 11 escaños). Paralelamente se recuperaban las libertades sindicales y poco después el presidente de la Generalitat en el exilio, Tarradellas, iniciaba los contactos con el gobierno para el restablecimiento de un estatuto para Cataluña. A finales de octubre, el acuerdo logrado permitía su regreso a España. Conversaciones similares se estaban produciendo en el País Vasco.

Sin embargo el avance hacia la democracia no estaba exento de dificultades, especialmente por los atentados y secuestros políticos, en los que destacaron la extrema derecha (atentado de Atocha, enero de 1979) y los realizados por el GRAPO y ETA.

A mediados de octubre, las Cortes aprobaron la amnistía y se llegaba a un acuerdo consensuado sobre la cuestión salarial, Pactos de la Moncloa ( trabajadores aceptaban la moderación salarial, se ajustaba al aumento del coste de la vida, para evitar la conflictividad social y –favorecer la consolidación del sistema político.

El borrador del proyecto de Constitución fue elaborado por una comisión integrada por siete diputados, representantes de los principales grupos de la Cámara. Tras algunas enmiendas y su votación por los miembros del Congreso e el Senado, fue aprobada, mediante referéndum el 6-XII-1978, por dos tercios del censo electoral, el otro tercio se abstuvo, siendo especialmente elevada la abstención en el País Vasco por la campaña realizada a favor de la abstención por el PNV.

Suárez preparó un calendario político que contemplaba la convocatoria de elecciones generales a principios de marzo y elecciones municipales en abril. El gobierno triunfaba en las primeras, pero la izquierda y los nacionalistas obtuvieron mayoría en los principales ayuntamientos.

3) La caída de Suárez y la amenaza de involución.

Una de las tareas pendientes de Suárez era conseguir la integración del nacionalismo vasco en el proyecto democrático ( conversaciones con las fuerzas nacionalistas vascas que permitieron, tras difíciles negociaciones, la redacción del Estatuto Vasco de Guernica, que fue refrendada por el pueblo vasco el 24-X-1979, y un mes más tarde ratificado por unanimidad por el Congreso de los Diputados ( normalizó la vida política, al integrarse en las Cortes los diputados nacionalistas vascos.

La cuestión autonómica contribuiría a debilitar la figura de Suárez. Todo el mundo era consciente de la necesidad de restablecer las autonomías, pero las diferencias aparecían cuando se trataba de fijar los límites geográficos y las competencias que habría de tener el proceso autonómico, diferencias a las que no era ajeno el propio gobierno.

A principios de 1980 el gobierno decidió impulsar una ralentización autonómica, justificada en el elevado coste para las arcas del Estado y en la imposibilidad de un permanente proceso electoral. Se acordaba aplicar el artículo 151 para las autonomías históricas y el artículo 143 para las demás ( impresión de que existían autonomías de primera y de segunda ( dimisión del ministro Manuel Clavero. El 23-II-1980, en el referéndum convocado en Andalucía sobre cual habría de ser el camino a seguir en el proceso autonómico, el gobierno fue derrotado ( rectificar.

La UCD y el PSOE coincidían en la necesidad de frenar el proceso autonómico, por lo que firmaron un acuerdo en julio sobre la promulgación de la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico. La cuestión autonómica se convirtió en el principal elemento de desgaste del gobierno. En las elecciones autonómicas de la primavera en Euskadi y Cataluña el descalabro del gobierno fue total.

La cuestión autonómica fue el tema central de los debates, tanto en la moción de censura de mayo, como en la de confianza de septiembre. Además se veía acosado por todas partes:

· Amenazas de involución por parte de los militares ultra conservadores ( Operación Galaxia.
· Disensiones dentro del propio partido que se desintegraba entre las diversas tendencias.

· Oposición socialista.

· La cuestión autonómica.

El 29-I-1981, Adolfo Suárez presentaba su dimisión como jefe de gobierno. En la tarde del 23-II-1981, en la sesión de investidura de Calvo Sotelo como sucesor de Suárez,  se produjo un intento de golpe de Estado protagonizado por algunos mandos militares.  Antonio Tejero ocupó el Congreso de los Diputados al frente de un grupo de guardias civiles, tomando como rehenes al gobierno y a los diputados. Estaban implicados el general Milans del Bosch y el general Armada.

La aparición del rey en la televisión, ataviado con el uniforme de Capitán General, condenando el golpe y apostando por la legalidad constituyente, supuso el inicio del fin del golpe. Al día siguiente se rindieron las fuerzas que habían ocupado el Congreso.

El fracaso del golpe dio nuevo impulso a la joven democracia, fue la revalida de la transición política, haciendo ver que nadie era insustituible y que la fuerza del nuevo régimen residía en el respaldo mayoritario de la nación y la Corona al nuevo sistema político, representado por la Constitución de 1978.

B) LA ÉPOCA ACTUAL. ESPAÑA ANTE EL RETO DE LA U.E.

1) Epílogo centrista y ascenso socialista.

Tras el fracaso del golpe de Estado, el nuevo jefe de gobierno, Calvo Sotelo, rechazó la oferta socialista de formar un gobierno de concentración nacional. Calvo Sotelo mantuvo un gabinete muy similar al de Suárez ( se puso de manifiesto que el proyecto centrista estaba agotado, carente de ideas y de futuro.

Una serie de acontecimientos contribuyeron a desgastar al frágil gobierno de Calvo Sotelo:

· Escándalo de la colza (mayo de 1981), que ponía de manifiesto la falta de intervención sanitaria.

· La muerte de tres jóvenes en extrañas circunstancias tras ser detenidos en Almería al ser confundirlos con miembros de ETA.

· La aparición de la Ley de Divorcio (22-VI-1981).

Esta última medida acabó por provocar la ruptura interna de la UCD (septiembre de 1981) ( reajuste del gobierno.

A pesar de los intentos del gobierno para impulsar las negociaciones con la CEE y la adhesión a la OTAN, la descomposición interna era tal que no quedó más remedio que disolver las Cortes y convocar elecciones para octubre de 1982. No obstante, el 28-X-1981 el Congreso aprueba la solicitud de adhesión a la OTAN y poco después se presenta la petición, que es aceptada.

Las elecciones (29-X-1982) dieron una abrumadora victoria al PSOE, superando los diez millones de votantes. El centro, dividido entre CDS y UCD, se desplomó perdiendo más de cinco millones de votos, que fueron a parar a Alianza Popular. Se producía el hundimiento del PCE, que pasaba de 23 a 5 escaños.

Los resultados marcaban una cierta tendencia hacia el bipartidismo o mejor una tendencia hacia la polarización política.

Con el triunfo de El Cambio se inauguraba una nueva época. Era la primera vez que España tenía un gobierno íntegramente socialista.

2) La apertura exterior: OTAN y CEE.

La entrada de España en la CEE fue vinculada desde el exterior a la permanencia en la OTAN. El PSOE había optado hasta entonces por separar ambas cuestiones. En la campaña electoral de 1982, los socialistas habían defendido que en caso de triunfo electoral promoverían un referéndum sobre la permanencia, propugnando el “no”. Una vez en el gobierno, Felipe González se vio obligado a cambiar su postura, decantándose por la adhesión. La propuesta se presentó en junio de 1984, condicionando la presencia en la OTAN a la no integración en la estructura militar y a una reducción de las bases militares de Estados Unidos en el país.

España y Portugal habían iniciado conjuntamente las negociaciones para su ingreso en la CEE. El mayor escollo lo constituía la cuestión agropecuaria y pesquera. La entrada de los países ibéricos despertaba muchos recelos en Francia, que temía la fuerte competencia de los productos agrarios más baratos. Por su parte, Alemania condicionaba el aumento e los fondos comunitarios a la ampliación.

Al final el proceso de negociación fue producto de acuerdos sectoriales que concluyeron con resultados no siempre satisfactorios para los intereses nacionales, dada la debilidad de la posición española. El Tratado de adhesión de España y Portugal se firmaba el 13-VI-1985.

Nueve meses después de la firma del Tratado de adhesión, triunfaba el sí en el referéndum de la OTAN, aunque con una elevada abstención (40 %). Sin embargo, la intención de reducir la presencia militar estadounidense en territorio español quedó prácticamente limitada a algunos gestos, como la retirada de contingentes de Torrejón.

En 1981 llegaba al poder en Francia Francois Miterrand, hecho que favoreció un cambio de actitud de las autoridades galas en materia antiterrorista. Al final de 1984, la colaboración francesa comenzó a traducirse en la concesión de la extradición a España de presuntos miembros de ETA.

3) La política interior durante la época socialista: la cuestión autonómica.

Las elecciones de 1982 otorgaron una cómoda mayoría absoluta a los socialistas que además controlaban un buen número de autonomías y de los principales municipios del país. Era la primera vez en cuarenta años que un partido de izquierdas con amplio respaldo social alcanzaba el gobierno ( cambios importantes:

· El 24-II-1983 el Consejo de Ministros hizo público un decreto ley por el cual se expropiaban las empresas y bancos del holding RUMASA.

· La reforma fiscal, auspiciada por F. Fernández Ordóñez, permitió dotar al Estado de una capacidad financiera desconocida hasta entonces en la historia de España ( impuesto sobre la renta de carácter progresivo ( modernizar el país con la mejora de las infraestructuras y crear las bases del Estado del bienestar.

En 1986, el PSOE revalidó su mayoría absoluta, pero en octubre de 1987 comenzó a hacerse patente una importante recesión de la economía. En España, el aumento continuado del gasto público fue consolidando el déficit presupuestario. Las relaciones entre el PSOE y el sindicato UGT, se fueron haciendo cada vez más tensas. A finales de enero de 1988 el secretario  general de UGT, Nicolás Redondo, declinaba ocupar un puesto en la ejecutiva del partido. Las protestas contra la política económica sacaron a la calle a los trabajadores ( huelga general el 14-XII-1988, que paralizaba el país.

En octubre de 1989, gracias al carisma de Felipe González, el PSOE obtenía una nueva mayoría absoluta, contaba con una gran consideración entre sus colegas comunitarios, por su apoyo a la reunificación alemana. El nuevo PP, liderado por Aznar. Superaba los escaños obtenidos anteriormente por Fraga; mientras  que IU, liderada por Julio Anguita, duplicaba al número de escaños. Pero aparecía un dato relevante: el porcentaje de abstenciones superaba al obtenido por el partido más votado.

En los inicios de la década de los noventa comenzaron a surgir gran número de escándalos y casos de corrupción que afectaban a miembros del gobierno y del partido socialista:

· Caso Juan Guerra (enero de 1990): se debió a la utilización por parte del hermano del vicepresidente de un despacho oficial en la delegación del Gobierno en Andalucía ( dimisión de Alfonso Guerra el 13-I-1991.

· Ibercop (febrero de 1992): se inició con el descubrimiento de que accionistas de este banco, entre ellos Mariano Rubio y Miguel Boyer, habían vendido sus acciones antes de que comenzara el descenso de su cotización en Bolsa, aprovechando información privilegiada ( uso de un cargo público para sus negocios particulares. En julio de 1992 dimitía Mariano Rubio como gobernador del Banco de España.

· Escándalo Roldán: comenzó a gestarse a finales de 1993, pero estalló en abril de 1994, cuando Roldán se dio a la fuga eludiendo el requerimiento de la jueza. Se había enriquecido con l apropiación ilegal de fondos reservados y del cobro de comisiones por la construcción y dotación de cuarteles de la Guardia Civil.

· Caso GAL: es la vinculación de grupos próximos al gobierno con un contraterrorismo de Estado. A finales de 1988 habían sido condenados por este motivo los policías Amedo y Domínguez. A finales de 1994, declaraciones de estas personas, corroboradas por responsables políticos (el gobernador de Vizcaya, Julián Sancristóbal (y policiales (comisario Planchuelo), supusieron la reapertura del caso. La aparición de los restos de los presuntos etarras Laza y Zabala (enero de 1995) acabó con el procesamiento de altos responsables de interior de los gobiernos socialistas (Barrionuevo, Corcuera y Vera).

El conjunto de irregularidades y escándalos desgastaron al gobierno socialista, que se vio acosado por la oposición, la prensa y la justicia. Pese a todo, en las elecciones del 4-III-1994, el PSOE obtuvo más de nueve millones de votos, y el partido vencedor, el PP, no alcanzó la mayoría suficiente para gobernar en solitario y tuvo que recurrir a los nacionalistas de CiU, PNV y CC, para poder formar gobierno.

En esta situación se ha vuelto a poner de relieve la cuestión autonómica, que sigue siendo una cuestión abierta y aun no resuelta de forma definitiva. El Senado debería haberse convertido en una cámara de representación territorial, pero los nacionalistas catalanes y vascos no estaban de acuerdo, ya que habría situado a todas las comunidades en plano de igualdad. Desde que CiU obtuvo mayoría absoluta en Cataluña (1984), su influencia en el gobierno central no ha cesado de aumentar, sobre todo cuando los gobiernos no han contado con mayoría absoluta. Durante la década de los ochenta el traspaso de competencias se fue ralentizando y a mediados de los noventa está lejos de haberse concluido, sin que se sepa con certeza donde y cuando se fijará su límite.

El centro de actuación se ha trasladado del desarrollo competencial a la remodelación del sistema de financiación. El PP ha impulsado la cesión del 30 % del IRPF a las autonomías exigiendo a cambio la corresponsabilidad fiscal, ya que anteriormente el Estado asignaba una cantidad fija de los presupuestos, sin responsabilizar a los gobiernos autonómicos del control del déficit. Se pretende que las autonomías gasten en función proporcional a lo que recaudan. Sin embargo, algunas comunidades, Andalucía, Extremadura y Castilla y León, han manifestado su disconformidad, al entender que el nuevo sistema favorece a las comunidades más ricas, que reciben más dinero, y perjudica a las menos desarrolladas.

Por su parte, el País Vasco, que siempre ha tenido un sistema fiscal particular basado en un concierto económico, ha recibido en 1996 la capacidad recaudatoria de los denominados impuestos especiales (tabaco, alcohol y gasolinas). La escalada de peticiones parece no tener fin ( no van a disminuir las diferencias territoriales, sino más bien agravar los contrastes entre unas regiones y otras.

4) El reto de Maastricht.

En 1992, durante una reunión celebrada en Maastricht se fijaron las bases para avanzar en el proceso de integración europea, con el fin de establecer un mercado único, de establecer una moneda única y de preparar la reunión política de los países miembros. Completaba el Tratado de Maastricht la labor iniciada en 1957 por la constitución de la Comunidad Europea.

El Mercado Único permitirá, además, la libre circulación de personas, capital o de servicios, como si se tratase de un único país europeo. Este proceso se verá completado con la adopción de una moneda única -ECU-, que luego pasará a denominarse EURO. Para ello es necesario previamente acercar los valores de las distintas monedas nacionales y las economías nacionales. Para lo cual se han fijado unos criterios monetarios de referencia para ir acercando los indicadores hasta que se logre su convergencia.

La convergencia en un principio debería alcanzarse en 1997, pero se ha retrasado hasta el primer semestre de 1998, quienes no lo lograsen en esa fecha quedarían fuera de la unificación monetaria, fijada para el año 2002.

Los criterios de convergencia son cinco:

1) Mantener la estabilidad monetaria de cada moneda dentro del Sistema Monetario Europeo (SME). Se permite una oscilación aproximada del 2,5 % durante dos años.

2) No superar la tasa de inflación en más de un 1,5 % respecto a la media de los tres Estados con menor nivel de inflación durante un año. En 1997, se conseguía por primera vez desde los años sesenta que la inflación interanual fuese inferior al 3 % ( progreso.

3) El déficit presupuestario no puede superar el 3 % de la riqueza del país (PIB). Generalmente, los Estados gastan más de lo que ingresan y entonces surge el déficit, que es necesario corregir, bien aumentando los ingresos, bien disminuyendo los gastos. En 1993, el déficit era del 4,5 %, en el año 2001 se ha alcanzado el objetivo de déficit cero.

4) El tope para el endeudamiento del Estado (Deuda Pública) debe ser inferior al 60 % del PIB. El Estado tarda en recaudar el dinero de los impuestos y, por tanto, carece de la liquidez necesaria para atender a sus gastos ( endeudarse. En 1996, el nivel de endeudamiento del Estado rondaba el 40 % del PIB.

5) El precio del dinero (tipos de Interés) ha de ser moderado. Los bancos no pueden prestar todo el dinero que poseen, deben reservar una parte para no correr el riesgo de quedarse sin fondos. El Banco de España determina la proporción de las reservas, puede reducirlas (bajan los tipos de interés), o puede exigir un aumento de  las reservas (suben los tipos de interés) ( los bancos aprovechan para bajar o subir el interés de sus prestamos. El tipo de interés establecido en España, según Maastricht, no puede ser muy distinto del que fijan el resto de los países de la Unión Europea, ya que de no ser así se producirían graves desequilibrios económicos.

Para alcanzar estos criterios se exigen esfuerzos a los ciudadanos, como la moderación o congelación salarial, la reducción de los gastos sociales, etc. Los acuerdos han sido creados y firmados por los dirigentes políticos, de acuerdo con los intereses de grupos sociales, fundamentalmente el sector empresarial y financiero ( rechazo danés y oposición británica.

Todo el mundo parece estar de acuerdo en la necesidad de llevar a cabo la integración de los Estados europeos, la cuestión es garantizar también la cohesión social, la disminución del paro, la distribución de la riqueza, el mantenimiento del Estado de bienestar, asuntos que preocupan a los ciudadanos y que no parecen estar incluidos en estas categorías monetaristas.

Como sustentan determinados representantes políticos y sociales, el gobierno debería limitarse a cumplir rigurosamente las exigencias previstas en Maastricht y no pretender rebasarlas a costa de sacrificios de los ciudadanos. Además, la construcción europea debería incluir también cinco categorías sociales:

1) Tener en cuenta las tasas de desempleo, pues el número de parados es un indicador del desarrollo y bienestar, y la tasa española duplica la de cualquiera de los países de la Unión Europea.

2) Mantener el índice de producción industrial como elemento que garantice la creación de riqueza. En la actualidad dicho índice está por debajo de bastantes países de Europa.

3) Garantizar el equilibrio social y la redistribución de la riqueza a través de una política fiscal progresiva común.

4) No reducir las prestaciones por desempleo.

5) Favorecer la cohesión interna entre regiones, mediante las instituciones políticas que se creen en el futuro.

Se trata, en definitiva, de que la Europa de los empresarios, los políticos y los financieros pueda ser también un marco satisfactorio paro los trabajadores y el resto de los ciudadanos europeos.

Otro problema es la representación que las regiones han de tener en el proceso de unión política. En España, el PP y el PSOE, son favorables a la construcción de la Europa de los Estados, en tanto que PNV y CiU, defienden la Europa de las Regiones. Esta cuestión continúa abierta en la actualidad. Si los partidos nacionalistas siguen actuando como elemento de estabilidad de gobiernos con mayoría parlamentaria insuficiente (1993 y 1996), pueden tener un peso mayor que el que cabría esperar de su número total de escaños. En todo caso debe construirse una Europa en que los contrastes entre regiones tiendan a disminuir, gracias a la solidaridad y a las inversiones en zonas menos desarrolladas, mediante fondos de cohesión. De lo contrario, los desequilibrios aumentarán y presumiblemente también lo hará la conflictividad social.
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